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tanto, debe enset\arse en todo él con aITeglo & unos mismos
crlterios concernientes tanto & los contenidos como a los ho­
rarios mínimos. mientras que la regulación de la enseñanza
de otras lenguas oficiales correspondía a lall respectlv~ ins­
tituciones autonómicas. Pero de las veinticinco horas semana-­
les lectivas que -según se indic8- comprende· el horario escolar
en el ciclo superior de EGB, el horario mínimo fijado por el
Real Decreto impugnado ocupa diecisiete horll'B y media. Que­
dan. pues, a disposición de la Comunidad, dentro de las vein­
ticinco horas a que alude como lectJvas. siete hora. y media.
es decir, un 30 por 100 del conjunto, lo que permite organizar
dentro de ese tiempo las enseftanzas del auskera.

T8'Illpoco Be aprecia qUe se vacíe de contenido la competen­
cia que el artículo 18 de su Estatuto atribure al Pais Vasco,
pues aparte del citado margen qUe le dela e horario mínimo,
otras muchas cuestiones que affl<:tan a la organización de 18'
ensei\enza quedeD en su Ambito de acción.

La conclusión es, por tanto, que en este caso el Estado no
se ha excedido en el modo de ejercitar su competencia.

Sala Segunda. Recurso de amparo número 418/1G82.
Sentencia. número 89/1983, de 2 dB noviembre.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Frandsco
Rubio Llorente, don Luis Diez-Picaza, don Francisco Tomás y
Valiente, don Antonio Truyo] Serra y don Francisco Pera Ver­
daguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de' amparo número 418/1982, promovido por
don César Pueyo Valverde, representado por la Procuradora de
los Tribunales doña Esperanza Azpeitia Calvfn y bajo la di­
rección del Letrado don Abelardo Rodríguez Centeno, contra
las sentencias de 13 de marzo de 1001, pronunciada por la
Audiencia Provincial de Valladolid. en la causa número 38/79,

.,....rt- la de 24 de septiembre de 1982, dictada por la Sala (J del
Tribunal Supremo en el recurso número 2.2'n/1981. En el men­
cionado- asunto ha comparecido el Fiscal general del Estado,
siendo Ponente el Magistrado don Francisco Rubio Llorente,
quien expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

Pr1mero.-El 29 de octubre de 1982 tuvo entrada en este Trf­
ounal demanda de amparo formulada por doña Esperanza Az­
f)eitia Calvin, Procuradora de los Trib.unales, en nombre t re­
presentación de don César Pueyo Valverde. asistido por 1'1 Le­
trado don Abelardo Rodríguez Centeno, de cuya demanda y
documentación aportada se desprenden los siguientes he;;hos:

1. El ool1citante fue condenado por len ten c i a núme­
,,~ 141/1981, de 13 de marzo. dictada por la Audiencia Provin·
~I de Valladolid, como autor de sendos delitos continuad·os
de falsedad y estafa. a las penas de un año de presidio menor
f multa de 20.000 pesetas y siete años de presidio mayor (me­
nor dice la sentencia por error material), respectivamente.

2. El fundamento fáctico de la sentencia de instancia es
del siguiente tenor literal:

·Que el procesado César Pueyo Valverde, mayor de edad y
.sIn antecedentes penales. en julio de 1967 entró a trabajar
como ATS de la Clínica de Urgencia instalada conjuntamonte
por la Mutua Harinera y la Mutua de Previsión de Comercio,
lndustria y Agricultura. concertadas con un 60 por 100 de gas­
Cos a cargo de la Harinera y un 40 por 100 a cargo de la Pra­
visió~ de Comercio. que éste abonaba mensualmente. a aqaélla,
por ser la que nevaba la administración y adelantaba el pago.
encargándose entre otras funciones de la adquisición de medi­
camentos mediante la entrega en las Farmacias y Ortop9dias
de un vale firmado por el Médioo, que después se pasaba a
la Mutua Harinera juntamente con la factura; sistema utili­
zado durante todo el tiempo que estuvo la Clínica de Urgencia
en la calle de Héroes del AlcAzar de Toledo, lO, hasta Que en
1970 se trasladó a la calle de la Pasión, 13 cuando con la con­
fianza obtenida logró de los empleados de 'la Caja de la Mutua
que fuera él Quien pagara con su dinero los objetos comrados,
recuperando después BU Importe en Caja, comenzando e. 16 de
septIembre de 1970 a alterar las cantidade. del vale y de las
facturas de Ortopedia Castellana para cobrar de la Mutua ma­
yor cantidad de la que él había pagado hasta agosto de 1977,
logrando obtener 379.748 pesetas por las que solamente había
pagado 14.572 pesetas. lucrándose con la diferencia de 365,175
pesetas; posteriormente expone a la Mutua la conveniencia de
Adquirir medicamentos directamente de los representanf,.]s de
los laboratorios para obtener un descuento del 30 Ó 36 por lOO,
advirtiendo de la Imposibilidad de que 101 representantes die·
ran facturas. por estarle prohil:..ido vender a compradores que
no fueran centros farmacéuticos. lo que fue aceptado por la
Mutua. encargandose de estas gestiones y compras. empezando
a comprar medicamentos ordenados por los Médicos con los
correspondientas vales, pagándolos con su dinero '/ alterando

FALLO

En atendón a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAI<OLA.

Ha decidido:

Declarar que la competencia controvertJela corresponde &1-
Estado. \

Publiques, en el .Boletín Oflci&1 del Estado-.

Dada en Madrid a ?:l de octubre de 1983.-Firma.d.o: Manuel
Garcfa-Pelayo y Alonso. Jerónimo Aro2amena Sierra. Angel
Latorre Segura, Manuel Diez de Ve lasco Vallejo, Francisco Ru­
bio Llorente. Gloria Begué Cantón, Luis Diez Picaza. Franctsco
TomAs y ValIente, Rafael Gómez-Ferrer Morant. Angel Escu­
dero del Corral~ Antonio Truyol Serra. Francisco Pera Ver~
daguer.-Rubricados.

la cantidad de envases prescrita en el vale, con lo que dIabo­
raba unas facturas por la totalidad de _los medicamentos que
él babia consignado, fonnulando ,1 descuento del 36 por 100
y firmando con nombre fingido, logrando cobrar en Caja estas
factutas desde el 17 de mayO de 1971 hasta egosto de 1977,
por un total de 2..33'9.295 pesetas, de las que_realmente na,bía
pagado en farmacia 65.867 pesetas. lucrándose con el resto de
2.233.438 pesetas basta agosto de 1977._

3. Contra dicha sentencia recurrió en casación, por diversos
motivos, de los que sólo constan· en la demanda el tercero,
por inaplicación de los artfcu~os 69, 587, número 3.°, y, en sU
caso, 528. número 3.°, todos ellos del Código Penal, y el cuarto
por aplicación indebida dé los arUculos 303, en r~lacl6n con
el 302, números 1.0 y 6.°, del mismo texto legal.

Se aduda en tales motivos que los hechos no constituyen
un delito continuado de estafa, sino 284 infracciones menare!
y que tampoco pueden ser estimadas como constitutivos de
falsedad. que, en el caso examinado. no es sino un acto previo
impune respecto a la defraudación ulterior.

4. El Tribunal Supremo, en sentencia de 24 de septiembre
de 1982. desestimaba ambos motivos. .

al En cuanto al primero de ellos. entiende 'él Alto Tri­
bunal que la Sala de instancia ha aplicado correctamente la
doctrina que, respecto al delito continuado, ha venido reite­
rando ·la jurisprudencia de los últimos tiempos que, abando­
nandQ los fun$mentos pietistas que caracterizaron ,.ab ori­
gine- la msUtución. así como la necesidad de acudir a la misma
por razones pragmáticas de tipo procesal. la afirma. no (.;omo
un~ ficción jurfdica, sino como una realidad psicológica ·ca­
racteriz.ada por la concurreñcia de un dolo unitario constitutivo
de la culpab,ilidad homogénea y que se da, tanto en el supuesto
de que el autor haya planeado todas las al"ciones e infracciones
individualizadas como integrantes del "todo". corno en el de
que las haya ido poniendo en prácticas sucesivamente, a me·
dida que se le haya venido ofreciendo la oportunid2:d u ocasión
de hacerlo•.

Tal dolo unitario, concurrente en el caso, justifica, a luido
de la Sala de Casación. la punición en -base a un solo delito
de estafa. aun cuando sea más desfavorable para el reo que
el castigo separadq de cada una· de las infracciones.

bl En cuanto al segundo motivo admitido, entiende el Tri­
bunal Supremo, conforme a reiterada doctrina, que ]a falsedad
documental no queda embebida en la estafa a la que sirve de
medio. sino que. atendiendo al diverso bien jurídico protagido
en ambas figuras, cabe estimar un concurso ideal ,de deUtos.
al que sería de aplicación el articulo n del Código Penal.

Segundo.-El recurrente entiende que tales resoluciones vul~

neran el articulo 25.1 de la CE. (principio de legalidad cri­
minaD, vulneración que, por otra parte, .le ·privaría de ROzar
de los beneficios del Decreto de indulto de 25 de noviembre
de 197.5 respecto a todas las infracciones cometidas con -ante­
rioridad al 22 de noviembre de 1975 e, Igualmente. de las del
Decreto de <l de marzo de 1977, para las infracciones cometidas
con anterioridad al 15 de diciembre de 1976.

Por ello solicita que se anulen las sentencias referenciadas,
retrotrayendo el procedimIento al momento anterior a dictar
sentencia la Audiencia' de Valladolid y ordenando que en la
nueva sentencia que se dicte se consideren las infracciones a
sancionar lndlviduaJizadamente y declarando que 1. 3 falsifica­
ciones se haJlan subsumidaa en los delitos y faltas de estafa.

Tercero.-Por providencia de la Sección Tercera de fecha 12
de enero de 1983 se puso de manifiesto al recurrente y al Mi·
nisterio Fiscal la posible existencia de dos distintas causas de.
{nadmisión: la del artículo SO.l.bl. en relación con el 44.l.b.
ambos de la Ley OrgánIca de este Tribunal (LOTC), por no ser
la violactón Que 88 alega imputable de modo inmediato y di­
recto al acto Impugnado, y la del 5OZ.b) por carecer la deman­
da de contenido qUe lustinqQ8 una decisión de este Tribunal.

En el trámite as( abIerto presentaron sus alegaciones las
partes; al ténnino del mismo y mediante providencia de 23 de
febrero del corriente a1\o. acordó admitir a trámite la demmda
e interesar de 1& Audien<:ta Provincial de Valladolid 81 envio
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de las actuaciones. Recibidas éstas, por providencia de :63 de
marzo se dio vistas de ellsa a las partes, concediéndoles, de
acuerdo con lo previsto en el articulo S2 de 1& LOTe. el plazo
común de veinte días para ,alegaciones.
• Efectuadas éstas. por providencia del pasado • de mayo ae
señaló para deliberación y fallo el dia 22 de junio, nombrán­
dose Ponente al Magistrado don Francisco Rubio Llareote.

Cuarto.-Las alegaciones de las partes, centradas en las dos
pretendidas vulner&c1ones del' articulo 25.1 de la Constitución
Española {e.EJ que fundamentan el-amparo, pueden sinteti­
zarse del modo siguiente: ,

Al Vulnera<:ión del principio de legalidad penal por apli­
cación de una figura, la del delito continuado, construida por
la jurisprudencia, pero no establecida por la LeY,

Para la representación del recurrente, el principio de léga­
lidad penal que eleva a rango constitucional el articulo 25.1 de
nuestra norma fundamental, exige que sea la Ley la que, en
última instancia, determina todas y cada una de las caracte­
rísticas de la conducta sancionable, pues sólo l&", Leyes fuente
del Derecho Penal en lo que concierne al establecimiento de la
responsabilidad criminal.

Nuestro vigente Código Penal no r:ontempla la figura del de­
lito continuado, que en otras épocas sl fue regulada por nuestra
Constitución. aparece también definida en otros ordenamientos
jurídioos afines al nuestro cuya introducción se prevé en el pro­
yecto de reforma actualmente en tramitación (el escrito de ale­
gaciones es, claro está, anterior al término de ésta), La existen­
cia de esta figura penal en otras épocas u otros países y aun más
el propósito de introducirla de nuevo en nuestra legislación, son
buena prueba de que se trata de una necesidad derivada del
principio d" legaJidad penal y de que, mientras tal necesidad no
se satisfaga. la figura no puede considerarse constitucionalmente
legítima para definir la responsabilidad penal.

La noción del delito continuado que en las sentencias impug­
nadas se aplica no es resultado, sin embargo, de ningún precepto
lega!, sino pura construcción jurisprudencial. Su razón de ser es
doble: de un€!. parte la necesidad de sancionar conductas com­
plejas qUe resultan de tina pluralidad de actos insuficientemen­
te individualizados' de la otra, la conveniencia de aplicar una
sanción inferior a la que resultaría de la"simple adición de las
que corr:spondC'rian por todos y cada uno de los actos punibles
realizados. E~ta doble razón de ser explica que, durante lárgo
tiempo. el Tribunal Supremo no haYa recurrido a ..la noción de
delito continuado sino cuando era imposible o muy difícil dife·
renciar los distintos actos punibles realizado'S .con unidad de
prop6sito V sólo cuando del recurso a esta noci6n podía resultar
para el reo una sanción menor que la qUe resultaría de la apli­
cación estricta de lo dispuesto en los artículos 69 y 70 del Código
Penal. La línBa íurisprudencial seguida por el Tribunal Supremo
se hace vacilante a partir de los años centrales de la década
de los sesenta. se abandona la condiciÓn de Que de la aplícaci6n
de la figura del delito continuado no se derive una pena superior
y, en oCl!.siones. se utiliza también esta figura en supuestos en
los que los distintos actos punibles están perfectamen1:€ dife·
renciados.

El. nuevo sesgo de la 1urisprudencia hace aún más incompa­
tible con el principio de legalidad penal el concepto así cons­
truido de deUto continuado. Su aplicación al caso presente, en
el que los 284 actos punibles distintos están perfectamente iden­
tificados V haslA. documentados. carece ya por ello de toda jus­
tificación e implica una enorme agi'avación de la pena que de
otro modo corresponderla al recurrente, puesto Que impíde la
aplicaci6n de las medidas de gracia contenidas en los Reales
Decretos de 25 de noviembre de 1975 y de 4 de mayo de 1977 a
los actos punibles anteriores a esas fechas y cierra el paso a la
posible prescripción de aquéUos que, aisladamente, por la cuan­
tia del- daño originado, debieran !rer considerados como simples
faltas, ~

El Ministerio Fiscal comienza indicando Que, tras una primera
lectura, la constataciÓn de que la cuestión debatida es la de la
corrección o incorrección de una determinada interpretación del
Código Pena!, pudiera llevar a -rechazar sin más la demanda de
amparo, pues tal interpretación corresponde sólo a los Jueces y
Tribunales integrados en el Poder Judicial, la alegación de que
esa interpretación hipotéticamente errónea vulnera un derecho
fundamental ha de ser analizada' en detalle.

Dicho análisis manifiesta, sin embargo, su inconsistencia. Si
es cierto, en efecto, que la figura del delito continuado se crea
inicialmente _pietatis causa. para disminuir la sanción corres·
pondiente y, junto a ello, por la conveniencia técnica de soslayar
la dificultad de prueba respecto de la fecha concre'ta de distintos
actos o la cantidad del dado por ellos producido, ha finalizado
por conceptuarse como una realidad natura! y sustantiva capaz
de abarcar la totalidad de una conducta compleja y de tracto
sucesivo encaminada a un mismo fin, animada por un dolo uni­
tario y unificada por una culpabilidad homogénea,

Esta clara evolución permite salir al paso de buena parte de
las argumentaciones del recuITente,pero no da todavía respuesta
a la cuestión de la compatibiltdad de una creación jurispru­
dencial, susceptible de producir un efecto perjudicial para el
acusado, con los principios constitucionales que inspiran la nor­
mativa criminal y. en especial, con el recogido en el arttculo 25.1
de la CE, Que se dice violado. Esta· cuestión es, no obstante, un
falso problema. No sólo no se discute- 'ya en la doctrina la fun­
ción creadora del Juez. 8ino que el evidente que esta función

creadora no tiene otro limite que el que dimana del principio
de legalidid &::l la esfera. ~MI r4f;'.Qgido en el viejo aforismo
_nullum cnmen, nulla poena sine lege•. El artículo 25.1 de la CE
prohibe al intérprete traspasar los linderos de la tipología penal
y vagar, a la búsqueda de la pena aplicable, más allá de las
escalas establecidas por la ley. Respetados estos limites, el Juez
penal puede llevar a cabo, como el Juez civil, una función crea·
dora Que dé respuesta a una realidad social cambiante desde un
marco legal que no cambia al mismo ritmo.

La creación de la figura del delito continuado no supuso la
creación de un tiPO no previsto en la ley, ni la interpretación
de la tipicidad existente, sino simplemente la articulación de una
solución para hacer frente 81 problema de la pluralidad de accio~

nes atribuida a la misma persona, cuando la regla general de la
acumulación aritmética no satisface a las exigencias de la jUsti­
cia. Su aplicación puede, eventualmente, perjudicar al reo, pero
no lesiona ningún derecho fundamental ni choca contra el sen­
timiento de jUsticia imperante, como evidencia su cristalización
tanto en el proyecto de Ley Orgánica del Código Ptlnal, publicado
en el _Boletín Oficial d~ las Cortes Generales. de 17 de enero
de 1980. como en el proyecto de Reforma Urgente y Parcial del
Código ~enaJ. publicado en el mismo -Boletín,. el 25 de febrero
de este año.

Bl En segundo término aduce la parte recurrente otra vio­
lación del articulo 25.1 de la CE que ambas sentencias, la de la
Audiencia Provincial y la del Tribunal Supremo, habrían pro­
ducido al haber sancionado, como delito de falsedad, la elabo·
ración de facturas en las que se suponía la intervención de per­
sonas Que no la hablan tenido y se alteraba el contenido. A
juicio del recurrente esa manipulación de documentos COns­
tituía el engaño .de que se valía para la consecución del resul­
tado final defrautlatorio y debe considerarse comprendida en los
números primero y sexto del artículo 529 del Código Penal. sin
constituir por tanto un delito diferente, con 10 que su tratamien­
to 'diferenciado es también contrario al principio de legalidad
penal.

Para el Ministerio Fiscal, el llamado principio _de consunción.,
cuya aplicación a este caso preconiza el recurrente, hace refe­
rencia, como los de especialidad. subsidiariedad y alternativi­
dad, a la relación entre· varias leyes que, en apariencia, deben
ser aplicadas a un mismo caso, o, dicho en otrOl términos, es_
un principio que orienta la solución en los problemas de con­
curso aparente de leyes penales. y que, por tanto, nada tiene
que ver con el concurso de delitos. Lo. Que reallzó el deman­
dcmte de amparo no fue una acción compleja susceptible de
ser tipificada en máS de un precepto del libro II del Código
Pena!, sino una pluralidad de acciones agrupables, en razón
del bien jurídIco lesionado, en do! bloques diferenciados y ti·
pificables, en concurrencia. en dos normas descriptivas y san­
cionadoras. La relación <le medio a fin existente entre las alte­
raciones de la verdad documental y el lucro ilícito obtenido no
permite 'hahlar de un concurso entre la norma que castiga .J.a
falsedad y la Que castiga la estafa.

Además de todo ello, v esto es lo deciSIVO, la aplicación ade­
cuada o inadecuada que ·los Tribunales hayan hecho de los ar­
ticulas 59 y 71 del Código Penal, no roza ni de lejos n1 de cerca.
el principio de legalidad penal. Baste recordar que la falsi­
ficación de documento mercantil y la estafa del articulo 529.1
del Código Penal son Upicidades autónomas, ninguna de las
cuales necesita de la otra para integrar su estructura.

Por providencia de 20 de julio se señaló para deliberación y
fflllo el día 28 de septiembre pasado designándose como Ponente
al exrelentisimo señor don Francisco Rubio Llorent.e.

11. FUNPAMENTOS JURIPICOS

Primero. -El presente recurso se fundamenta en la alegada
vulneración del principio de legalidad penal que eleva a rango
de derecho fundamental constitucionalmente garantizado el ar­
tículo 25.1 de la CE. Tal infracción sería resultado, según se
afirma. de una decisión doblemente defectuosa en cuanto quP.
de una parte. sanciona como hechos diferentes actos que, por
encontrarse en relación de medio a fin, debieran ser conside­
rados como (¡nicos y, por la otra, utiliza para determinar la
pena aplicable una ligura. la del delito continuado, que no
estando establecida por la ley. no puede ser aplicada por el
juzgador sin violar el derecho fundamental a no ser conde­
nado si no es _por acciones u omisiones que en el momento de
producirse constituyan delito, falta o infracción administr'itiva
según la legislación vigente en ese momento~. Estos dos. ar­
gumentos que coinciden sust9.ncialmf'nte con los dos motlvoS
admitidos como fundamento del recurso de casación deben &er
separadamente analizados.

Segundo.-El priméro de ellos, según se racoge en los ante­
cedentes. se resume en la afirmación de que la interpretación
defectuosa QUe la Audiencia Provincial de Valladolid hizo del
articulo 71 del Código Penal llevó a una aplicación indebida de
los articulas 302 y 303 del mismo cuerpo legal, aplicación que
implicaría, a su vez, una infracción del artfculo25.1 de la CE.

Como evidencia su simple enunciado resumido, el recurrentA
identifica en su argumento la infracción de ley con la infrac­
ción de la Const1tuci~n. Es~a premisa so~re la que descansa
todo el razonamiento es. sin embargo, manifiestamente inco­
rrecta. Sin entrar en el análisis, sin duda cuestionable, de la.
calificación que el recurrente hace de las falsedades de las
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que te sirvió para cometer las estafas como .hechos previos
impunes- o «copenados-, por no ser ello de nuestra competen­
cia, es absolutamente claro que 1& facultad de interpretar '1
aplicar la ley penal, subsumiendo en las normas los hechos que
S8 llevan a su conocimiento. corresponde a los Tribunalet de
ese orden (articulo 117.3 de la CE) y que s610 dentro del mismo,
& través de los recursos que la Ley de Enjuiciamiento Criminal
ofrece. puede buscarse la corrección de los defectos eventual­
mente producidos en tanto que éstos se reduzcan a. errores. en
la interpretación' de las leyes penales sustantivas pues, de otro
modo. si se aceptase la identificación que el recurrente nos pro­
pone entre infracción de ley e infracción constitucional, el re­
curso constitucional de amparo resultaría desnaturalizado para
transformarse en un reC\lrso universal de casación. violentan­
do 10 dispuesto en ]08 artículos 53.2. 161.1. bl, de la CE y 41
Y 44 de la LOTC. Es cierto, claro esté., que una apllcaclón de*
fectuosa de la ley penal puede implicar también, eventualmen*
te, la vulneración de un derecho constitucionalmente garanti­
zado, protegido mediante el recurso de amparo, pero ni la Cons­
titución garantiza, ni el recurso de amparo protege el hipo*
tético derecho; que aqui se conecta con el principio de lega­
lidad penal, a obtener de los Tribunales de Justicia decisiones
qUe coincidan con el criterio que los mis,mos justiciables tienen
sobre la cuestión. .

Tercero.-La segunda de las razones én las que el recu­
rrente apoya su petición es la de que la aplicación de la fi­
gura del delito continuado, que no está establecida en la ley
penal sino que es resultado de una pura creación jurispruden­
cial, vulnera también, y por ello mismo, el principio de lega­
lidad Penal. Como resulta claro y se evidencia en el resumen
recogido en los antecedentes. el razonamiento se apoya también
en este caso en una cuestionable premisa: la de que el in*
dicado prIncipio de legalidad ha de ser entenaido en fonna tan
rigurosa qUe el Juez queda prácticamente reducido a ejecutor
aut6mata de la ley.

El principio de legaUdad comporta seguramente la necesi*
dad de ley previa que tipifique determinadas conductas y esta­
blezca las penas con las que las mismas han de ser sancionadas.
A estas garantías criminal y penal pueden agregarse sin es­
fuerzo, como integradas en el contenido del principio de lega­
lidad penal. las llamadas jurisdiccional y de ejecución. Ni la

_.....garanUa criminal ni la penal pueden ser entendidas. sin em·
bargo. de forma tan mecánica que a,nulen la libertad del Juez

"

31662 Sala Primera. Recurso de amparo número 381' 1982
Sentencta número 9O/JJ}83. de 1 de noviembre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garda Pelayo y Alonso. Presidente, y don Angel.
LatoITe Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, dada
Gloria Begué Cant6n, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don
Angel Escudero del COITal, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 381/82 interpuesto por don
Jesús Verdasca Triguero, Procurador de los Tribunales, en nom*
bre de la Entidad mercantil -Eugenio Argárate, S. A.-, bajo
la dirección del Letrado don Antonio Ochoa Menchén, contra
Auto de 4de mayo de 1982 del Tribunal Central de Trabajo,
Sala Segunda. En el recurso ha comparecido el Fiscal general
del Estado y dofta Irene GaUndez Madariaga, representada por
la Procuradora dalia Alicia Casado Deleito y bajo la dirección
de la Letrada dofta Laurdes Garcia de Quesada Fort. Ha sido
ponente el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer Morant. quien
expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

Prtmero.-El 8 de octubre de 1982 'el Procurador don Jesús
Verdasca TrIguero, en· nombre de -Eugenio Argárate, S. A.-,
formula recurso de amparo contra el Auto dictado por el Tri­
bunal Central de TrabaJo, Sala Segunda, de 4 de mayo de 1982,
recaido en el recurso de suplicación número 362/81. promovido
contra sentencia dé la Magistratura de Trabajo número 1 de
Guipúzcoa, en reclamación sobre despido número 1.075/80, de
fecha 19 de diciembre de 1980. Suplica se declare nulo el men­
cionado Auto del Tribunal Central de Trabajo y se reconozca
el derecho del recurrente de optar entre el pago de indemnIza.
ci6n por despido improcedente y cOll'lsecuente depósito para re­
cuITir o, caso contrarlo, la readmisión del trabajador mientras
dure la tramitación del recurso de suplicación.

En la demanda se expone que por sentencia de 19. de df­
ciembre de 1980, la Magistratura de Trabajo número 1 de Gui­
púzcoa declaró improcedente el despido de Irene GaUndez Ma­
dartaga. acordado por la Empresa hoy recuITeote, por lo que
se condenaba a la misma Empresa a la readmisión de la se­
tora o, en caso de opción, al pago de una indemnización de
cuantía de 1.184.242 pesetas más los salariós de tramitación.
La Empresa ahora recurrente optó por la readmisi6n de la
trabajaqora en Uso de la facultad y derecho de opción que le

para resolver cuando, a efectos de la determinación de la pena
aplicable, distintos hechos, penalmente tipificados, han de ser
considerados como integtantes de un hecho único. subsumlble
dentro del mismo tipo en el que cabria incardinar cada uno
de aquéllos. pero del qUe resulta un dailo cuya magnitud 'le
hace acreedor de una pena del mismo género pero distinta ex*
tensión (menor o mayor) de la qUe cotresponderia al autor si
separadamente se penasen los diferentes hechos que el Juez
ha integrado. a efectos penales, en uno .ólo. No hay en esta
manera de aplicar la ley lesi6n alguna del articulo 25.1 de la CE,
pues el Juez ni crea nuevas figuras delictivas. ni aplica penas
no previstas en el ordenamiento, graduadas de acuerd,o con re­
glas que también detrae de la ley. Es por esto comprensible
que la utilizactón de la construcción Juridlca denominada .de­
lito continuado_ se haya hecho desde hace largo tiempo, sin
que se viera en ella una vulneración del principio de legalldad
penal qUe nuestra Constitución eleva al supremo rango, pero
que na ha introducido en nuestro ordenamiento, en el que
tiene una vigencia secular. Desde el punto de vista doctrinal
es polémica la elaboración y justificación teÓrica de la categoria,
que sólo algúnos autores apoyan en la noción de la .unidad
psicológica.. o ..dolo unitario.. que el Tribunal Supremo emplea
en su sentencia, pero ni la mayor o menor solidez de la cons­
trucción dogmática, ni la re~pción de la figura en la reciente
reforma del Código Penal, pueden servir como argumentos para
invalidar el uso qUe el Juez penal hace de su libertad de cri­
terios sin lesión del principio de legalidad.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto. el Trihunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPAi'lOLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don César Pueyo Valverde.

Publiquese esta sentencia en el _Boletín Oficial del Estad!'J-.

Madrid a 2 de noviembre- de 19a3.-JerÓnimo Arozamena Sie·.
rra.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Diez Picazo.~Francisco

TomAs y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera Ver~

daguer.-Firmados y rubricados.

confiere el articulo 227 de la Ley de Procedimiento Laboral, y
constituyó el depósito de los salarios de tramitación más el
al) por 100 de -la cantidad anterior resultante. La Magistratura
tuvo por anunciado en tiempo y forma el recurso de suplica­
ción de la actora que fue formalizado mediante escrito de 27 de
enero de 1981. Trasladado el escrito al Tribunal Central de Tra­
bajo para su conocimiento y posterior tallo, el Tribunal dictó
Auto de 4 de mayo de 1982. acompaftado a la demanda, por el
que se tenía por no anunciado el recurso de suplicación, debido
a la falta de consignaci6n por la parte recurrente de la in­
demnización a que fue condenada más el 20 por 100 de la mis*
ma. por lo que, de acuerdo con el criterio mantenido por la
Sala no podia entenderse cumplida la exigencia -..procesal con­
tenida en el artículo 154 de la Ley de Procedimiento Laboral.
Por lo que se d.-:Iaraba. firme la sentencia de instancia.

En la fundamentación turidica de la demanda se sostiene
que el Auto impugnado ha violado derechos constitucIonales
reconocidos en el articulo 24.1 de la ConsUtuc1ón Española en
relación con el a.rticulo 9.3 del mismo texto, ya que deniega
a la recUIT8nte la tutela de los Tribunales en el ejercicio del
derecho qUe le reconoce el articulo 227 de la Ley de prece·
dimiento Laboral, as1 como el articulo 154 de la misma Ley y
el articulo 56 del Estatuto de los Trabajadores. de optar por la
readmisión de la trabajadora despedida. satisfaciéndole la re­
tribución que "nia percibiendo con anterioridad. Denegación
que derivar:(a de la imposición a la recuITente del doble cum­
plimiento del fallo de la sentencia recurrida, al exifirsele, ade­
más de la readmisión. la consignación de la indemmzación para
la admisión del recurso de suplicación, doble cumplimiento que
equivale a pagar la indemnización por no readmisión, y ade­
más readmitir a la trabajadora.

La representación del recurrente alega también que el Auto
recurrido. con su interpretación estricta y rlgida del articu­
lo 154 de la Ley de Procedimiento Laboral vigente, infringe la
tutela- efectiva del derecho de opción que le viene reconocido
al solicitante del amparo en el articulo 56.1 del Estatuto de
los Trabajadores, independientemente de la posl.bilidad de re­
currir que queda salvada en el artículo 227 de la Ley de Pro­
cedimiento Laboral.

Además. continúa la demanda., con la interpretación conte­
nida en el Auto impugnaao. de que 1& consignaci6n o depósito
de la indeptn1Zación fifada para el caso de optar la Empresa
por el despido deberá realizarse a pesar y aunque se opte por
la readmisión del despedido, le inCUITe en total indefensión
para la parte recurrente por cuanto 88 le impone el doble cum­
plimiento de 1& lentencia en el caso de recurrtr y consiguiente­
mente Be le impide el ejercicio libre de 1& opción, ante fa doble
y gravosa onerosidad de ta.l dup1tcidad.

Segundo.-Por providéncta de 1 de diciembre de 1982, la Seo­
ción acordó admitir .& trárnlte la demanda de amparo, así como


